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INICIATIVA DE DECRETO POR EL CUAL SE DEROGA LA FRACCIÓN I DEL ARTÍCULO 151 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, SUSCRITA POR EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDEZ. 
El que suscribe, Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, en ejercicio de las facultades que me confieren los artículos 59 fracción II, 82 fracción I y 196 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza; 9 apartado A fracción I, de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza; así como 152 fracción II y 153 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, me permito someter a la consideración de este Honorable Congreso la presente iniciativa con proyecto de decreto, por el que se deroga diversa disposición de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, al tenor de la siguiente:

E X P O S I C I O N   D E    M O T I V O S

La reforma integral a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de derechos humanos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011, patentizó el reconocimiento de la universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad de los derechos humanos, mediante la expresión del principio pro personae como rector de la interpretación y aplicación de las normas jurídicas, en aquellas que favorezcan y brinden mayor protección a las personas. Ante tales reformas constitucionales, el marco normativo de nuestro Estado se ha sometido a profundo estudio y ha sido objeto de diversas modificaciones, que van desde nuestro máximo orden constitucional y legislación secundaria, hasta la emisión de nuevos ordenamientos jurídicos, bajo esta línea establecida por la máxima ley del país, así como por diversos instrumentos internacionales en los que México es Estado parte. 

Una trascendental modificación al ordenamiento fundamental en que se proclaman los fines primordiales del estado, fue la publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado el 26 de abril de 2013, por la que a iniciativa del que suscribe la presente, se reformó y adicionó, entre otros, el artículo 7 en el que se establece la prohibición de toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos humanos y libertades de las personas.  

De tal reforma, han derivado diversos ordenamientos y adecuaciones al marco jurídico para atender tan importante disposición, no obstante la vigencia de otras legislaciones estatales en materia de protección de los derechos humanos y libertades fundamentales, con antelación a la reforma de la Constitución General de 2011, tales como la ley para promover la igualdad y prevenir la discriminación, así como la ley de las personas adultas mayores para el estado, entre otras. 

Estos principios han de ser aplicados a todas las personas, a efecto de que gocen del derecho a la igualdad real de oportunidades y trato, a participar y beneficiarse de manera incluyente en las actividades educativas, de salud, productivas, económicas, laborales, políticas, culturales, recreativas y, en general en todas aquellas que permiten su desarrollo pleno e integral. Esto, en atención a los principios de universalidad y progresividad en materia de derechos humanos, contenidos en la ley suprema del Estado Mexicano.

Ahora bien, la vigente Constitución del Estado establece los requisitos para ocupar diversos cargos públicos, entre los que se encuentra la edad mínima para ello; y en el caso del Poder Judicial se prevé, además, como una de las causas de retiro forzoso de magistrados y jueces, haber cumplido 70 años de edad. Sobre este particular, y tomando en cuenta los preceptos legales aludidos anteriormente, se considera este supuesto como una forma de impedir que una persona que desempeña la función judicial disfrute de participar activamente en ella, así como a limitar el desarrollo de sus potencialidades cognitivas, de experiencia y aptitudes en favor de los propios justiciables. 

Ello es así, toda vez que instrumentos internacionales tan importantes como la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores, de la que nuestro país es Estado parte, establece la obligación de sus miembros de eliminar todas las formas de discriminación, en particular, la discriminación por motivos de edad, reconociendo que las personas a medida de que envejecen deben de seguir disfrutando de una vida plena, independiente y autónoma, con salud y participación activa en las esferas económica, social, cultural y política de sus sociedades. Igualmente señala que los Estados parte deberán adoptar las medidas legislativas para promover el empleo de la persona mayor.

Por otra parte, no pasa desapercibido que la esperanza de vida en nuestro país se ha incrementado de una forma importante, alargando también con ello el intelecto que se desarrolla con la experiencia, así lo ha establecido, entre otros organismos, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de la Organización de las Naciones Unidas, que en su Observación General Número 6 refirió que la población mundial está envejeciendo a un ritmo progresivo, verdaderamente espectacular, que el número total de personas de 60 años y más pasó de 200 millones en 1950 a 400 millones en 1982 y se calcula que llegará a 600 millones en el año 2001 y a 1.200 millones en el año 2025, en el que más del 70% vivirá en los países que actualmente son países en desarrollo
. 

Por ello, la importancia de que nuestra Constitución continúe adecuándose,  adoptando medidas que permitan a toda persona integrarse a la vida activa en todos los aspectos, incluido el laboral, siendo conveniente entonces que en el Poder Judicial se elimine como una de las causas de retiro forzoso la edad, independientemente de la que se trate.  Sin embargo continuará vigente aquella relativa al padecimiento de alguna incapacidad física incurable o mental, incluso cuando ésta fuese parcial o transitoria.

Asimismo, esta reforma a la Constitución Local se torna necesaria, idónea y legítima, en virtud de que, como anteriormente se vio, la esperanza de vida es alta en el tiempo moderno. Incluso, la disposición establecida en la Ley Suprema coahuilense se reformó en el año 1988 para quedar como ahora se contempla, pues 27 años después, las condiciones socioeconómicas, jurídicas, políticas y culturales son muy distintas en el Estado de Coahuila de Zaragoza.
En efecto, seguir estableciendo como criterio la edad (retiro forzoso) para que los servidores públicos de que se trata se retiren del cargo, no resulta razonable ni justificado, en virtud de que el Poder Judicial del Estado, por ejemplo, cuenta con servidores públicos que aún con la edad de 70 años o un poco menos tienen las habilidades, destrezas, actitudes, aptitudes y conocimientos para impartir justicia de manera pronta, completa e imparcial. 

Por lo cual, resulta razonable y legítimo proponer que los magistrados y jueces ejerzan su cargo sin que se vean limitados por una edad avanzada que, sin embargo, en ella se cuenta con facultades intelectuales óptimas para desempeñar el puesto.  Ergo, al contar la sociedad con magistrados y jueces con edad avanzada razonable con sus facultades en excelente estado y con una experiencia desarrollada a lo largo de varios años, les otorga certeza de que quienes juzgan sus conflictos sean personas imparciales, experimentadas y con un conocimiento que otorga garantía para otorgarles el acceso a la justicia que la Constitución Federal y los instrumentos internacionales reconocen a la ciudadanía. 

De ser aprobada esta iniciativa, los magistrados y jueces continuarán realizando su función judicial en beneficio de los justiciables que tienen el derecho fundamental de contar con un cuerpo de juzgadores probos, capaces, experimentados y con gran intelecto, hasta en tanto no exista la mencionada causa de retiro forzoso que continuará vigente o, bien al concluir el período por el cual se les haya designado, conforme a la propia Constitución y demás disposiciones aplicables.

A la par, se le estará garantizando a los magistrados y jueces, desde la perspectiva de los derechos humanos y la dignidad de su persona, su derecho al trabajo, al desarrollo libre de su personalidad, a la vida digna, y, sobre todo a poder ser nombrado para cualquier comisión de servicio público, derechos reconocidos constitucionalmente y convencionalmente. 

Con lo anterior, Coahuila de Zaragoza establecería un nuevo estándar en materia de derechos humanos, garantista, abriendo paso a la consolidación de un estado constitucional y democrático, que sea inclusivo y abierto para que todas las personas tengan la posibilidad de participar en la administración de justicia, pero, sobre todo cumpliendo el deber contenido en el artículo primero de la Constitución Federal que consiste en respetar, promover, proteger y garantizar, en el ámbito competencial, los derechos humanos de todas las personas. 

Cabe recalcar que en Coahuila de Zaragoza se ha implementado un equilibrio entre los intereses de los grupos sociales que convergen en su Constitución Local, que establece derechos, principios y valores que permean la vida social en el estado. Por ello se tiene la convicción de que con esta reforma se garantiza el acceso a la justicia a las personas para contar con magistrados y jueces capacitados, con actitudes, aptitudes y conocimientos para impartir justicia y, a la vez, se garantiza el derecho de ellos (magistrados y jueces) vistos como personas con dignidad, que tiene derecho al trabajo y a ser nombrados para un cargo o comisión. 

Por lo expuesto, me permito someter a esta Honorable Legislatura para su estudio, análisis y, en su caso, aprobación, la siguiente iniciativa de: 

DECRETO POR EL QUE SE DEROGA LA FRACCIÓN I DEL ARTÍCULO 151 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

ARTÍCULO ÚNICO. Se deroga la fracción I del artículo 151 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 151. …

I. Se deroga.

II. ...

TRANSITORIOS.

PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente decreto y aplicará a magistrados y jueces en funciones o trámites de jubilación.

Dado en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, el primer día del mes de octubre de 2015. 

A T E N T A M E N T E

SUFRAGIO EFECTIVO, NO REELECCIÓN

EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO

RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDEZ







EL SECRETARIO DE GOBIERNO

VÍCTOR MANUEL ZAMORA RODRÍGUEZ

� Comité de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales (1995). Observación General Núm. 6. Los derechos económicos, sociales y culturales de las personas mayores.  Organización de las Naciones Unidas. Recuperado de http://goo.gl/Ze7tBd





